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el gobierno nos ha fallado: 
sin inversión en la pública 

no hay escuela
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La reciente decisión del Gobierno de congelar más de ¢7.710 millones destinados a las becas 
Avancemos es un golpe brutal a la educación pública y a miles de estudiantes en condición de 
vulnerabilidad. A esto se suma la retención de fondos esenciales para comedores escolares, 
transporte estudiantil y juntas de educación, lo que compromete seriamente el acceso y la 
permanencia de la niñez y juventud en el sistema educativo. En lugar de fortalecer la educa-
ción pública como un derecho fundamental, se han impuesto trabas burocráticas que exclu-
yen a los más necesitados, castigando a las familias por su condición económica en lugar de 
brindarles oportunidades para salir adelante.
 
Esta decisión no es un hecho aislado, sino parte de un patrón de desfinanciamiento de la 
educación pública, que ha sido relegada en las prioridades del Estado. Mientras el Gobierno 
argumenta que estos fondos se utilizarán para pagar intereses de la deuda, la realidad es 
que los recursos aprobados para educación han sido retenidos sin justificación real. No es la 
primera vez que se prioriza la estabilidad fiscal sobre el derecho a la educación, y el resultado 
es evidente: menos becas, menos recursos para infraestructura escolar y una creciente des-
igualdad que expulsa a los estudiantes más pobres del sistema educativo.
 
En vez de invertir en la educación pública y crear escuelas que garanticen condiciones dig-
nas de aprendizaje, el Gobierno ha optado por la indiferencia y el abandono. La campaña 
“Por la Pública, Creemos Escuela” de la IE y respaldada por el SEC, ha insistido en que la 
educación es la clave para el desarrollo del mundo entero, pero las acciones de Gobiernos 
como el de Costa Rica van en la dirección contraria. En lugar de fortalecer el acceso a la 
educación como una herramienta de movilidad social, se imponen requisitos arbitrarios y se 
reduce el presupuesto, dejando a miles de niños y jóvenes en un futuro incierto, expuestos 
a la marginalidad y a la violencia.
 
El pueblo no puede permanecer en silencio ante esta traición a la educación pública. Desde 
el SEC, hacemos un llamado a la ciudadanía, al magisterio y a las familias para exigir que el 
Estado cumpla con su deber constitucional de garantizar una educación de calidad para todas 
y todos. No podemos permitir que las nuevas generaciones sean condenadas a la exclusión 
y la pobreza por decisiones políticas irresponsables. La educación no es un gasto, es una 
inversión en el futuro del país. Por la pública, creemos escuela.

EDITORIAL

Sin inversión en la pública
no hay escuela
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Acuerdos de junta paritaria
18 de febrero
Póliza de Riesgos  del  Trabajo en Teletrabajo 
del INS: Se aclararon dudas sobre la cobertura 
en teletrabajo, destacando su relevancia ante el 
crecimiento de esta modalidad.
 
Proyecto de Ley 24.366: El SEC se opone 
a la modificación de la Ley 6746, ya que 
reduce fondos para las juntas de educación 
y podría afectar la inversión por estudiante, 
especialmente en preescolar, educación especial y escuelas unidocentes.
 
Manual de Procedimientos: Se propuso dejar sin efecto el manual 
impulsado por Francisco Corella debido a su posible impacto en la 
administración educativa.
 
Horarios de Ciencias en Colegios Nocturnos: Se derogó la directriz que 
regulaba los horarios de física, química y biología en colegios nocturnos, 
según comunicación del MEP.
 
Bilingüismo: Se presentó una propuesta para mejorar la enseñanza del 
inglés y el MEP se comprometió a revisar los nombramientos pendientes 
de docentes en esta área.
 
Negociación de la Convención Colectiva: Se acordó continuar la 
negociación de la Cuarta Convención Colectiva los días 13 y 14 de marzo 
de 2025.
 
Suspensión de Horarios Administrativos en Colegios Nocturnos: 
Se suspendió temporalmente la normativa sobre horarios administrativos 
en colegios nocturnos hasta que el MEP realice una revisión.
 
Plataforma CNP: Se discutieron problemas en su implementación y se 
solicitó capacitación y directrices claras para evitar confusión en la gestión 
de pedidos de alimentos en comedores escolares.
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El Sindicato de Trabajadoras y Trabajadores de la Educación 
Costarricense (SEC) reafirmó, una vez más, su compromiso 
con el apoyo a la clase trabajadora y, especialmente, con la 

sostenibilidad ambiental, al participar en el Conversatorio: “Transición 
justa y empleos verdes” en el marco de la formulación de la Política 
Nacional de Empleo (PNE) y las Contribuciones Nacionalmente 
Determinadas, coordinado por la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT).
 
En dicho conversatorio, se discutió la manera de generar las 
condiciones necesarias para la creación de empleo pleno, decente 
y productivo, adaptado a los cambios climáticos y tecnológicos, para 
todas las trabajadoras y todos los trabajadores.
 
Este proyecto no solo buscó contribuir al cuidado del medio ambiente, 
sino también apoyar el desarrollo social y económico de la sociedad 
costarricense.

UNA AMENAZA A LA EDUCACIÓN 
INTEGRAL: LA PÉRDIDA DE 

PROGRAMAS CLAVEs para el país
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SEC INICIA PROGRAMA DE FORMACIÓN 

“AVANCES Y RETROCESOS DE LA DEMOCRACIA Y LOS 
DERECHOS HUMANOS EN COSTA RICA: 1980-2025”

El pasado sábado 1° de marzo, el Sindicato de Trabajadoras y Trabajadores de la Educación 
Costarricense (SEC) realiza el primero de 16 talleres del programa “Avances y Retrocesos 
de la Democracia y los Derechos Humanos en Costa Rica: 1980 – 2025”, desarrollado 
en conjunto con la Asociación Costarricense de Derechos Humanos (ACODEHU), y que 
busca fortalecer la formación política y sindical, por medio del análisis de los desafíos de 
la democracia en el país.
 
Los talleres son dirigidos por Ana Cecilia Jiménez, Gabriel Rivas, Irené Barrantes, Juan 
Armando Navarro y Trino Barrantes, especialistas en diversas áreas como derechos 
humanos, política pública, derecho laboral y ambientalismo, aportando experiencia en 
procesos democráticos y sociales.
 
En este primer taller participaron docentes y dirigentes sindicales de diversas regiones 
del país, además del Consejo Nacional de Representantes del SEC y parte del Directorio 
Ejecutivo Nacional. Algunos de los temas analizados fueron:el papel del sindicalismo en 
la defensa de los derechos laborales, la importancia de la participación ciudadana en la 
democracia y los retos actuales ante las políticas neoliberales.
 
Gilberth Díaz, Presidente del SEC, destacó la labor del sindicato para retomar estos pro-
cesos de formación en aras de fortalecer la construcción de una visión más amplia y 
analítica de los procesos políticos que enfrenta el país. Por su parte, Wilson Villalobos, 
Secretario de Educación, añadió el entusiasmo que hay en torno a estos programas que 
buscan optimizar el esquema estratégico del SEC en todo el país, brindando herramien-
tas teóricas y metodológicas para que las personas afiliadas sigan luchando en todas 
estas áreas clave.
 
Los talleres continuarán desarrollándose en los próximos meses, con un enfoque en el 
fortalecimiento de la organización sindical y la defensa del Estado Social de Derecho.
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Sala Constitucional declaró 
como inconstitucional el 

presupuesto de educación 2025 

El pasado 8 de enero, la Sala Constitucional declaró inconstitucional el 
presupuesto de educación 2025 aprobado mediante la Ley N.° 10.620. El 
presupuesto, que asignaba solo el 4.98% del PIB a la educación pública, 
incumplía el mandato del artículo 78 de la Constitución, que exige un 

mínimo del 8%, violando el derecho fundamental a una educación gratuita y 
costeada por la nación.
 
La resolución respondió a una consulta de la Defensoría de los Habitantes 
y reclamos del SEC, otros sindicatos, universidades públicas y la Mesa de 
Diálogo Social y Productivo. Aunque la Asamblea Legislativa asignó ₡38.000 
millones adicionales, esta cifra no alcanzó el mínimo constitucional, dejando la 
responsabilidad de aprobar presupuestos extraordinarios al Poder Legislativo.
 
El fallo recordó un antecedente de 2016, cuando la Sala advirtió que reincidir 
podría derivar en sanciones penales contra diputados, ministros y el presidente, 
según el artículo 314 del Código Penal.
 
El SEC advirtió que solicitaría acciones penales si persiste el desacato y llamó a 
los sectores políticos y sociales a unirse para exigir el cumplimiento del 8% del 
PIB para la educación pública.

 
La Sala reafirmó que no se deben aceptar más recortes 

que comprometan la Educación Pública



llámenos para recibir más información.
2523-6767 / 2523-6868

**Aplican restricciones. El monto a otorgar está sujeto a estudio crediticio. Recuerde mantener al día 
sus obligaciones con la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio Nacional.

¡Consolide sus deudas, 
emprenda algún proyecto

o cubra sus
necesidades personales! 

Realice su trámite en cualquiera de nuestras
14 sucursales o en línea a través de nuestro sitio web:

https://sociedaddesegurosdevida.cr/creditos

Tasa de interés de 14%
Plazo máximo: 144 meses
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conversatorio 
sobre Fondos 

Generacionales 
de Pensiones 

El Sindicato de Trabajadoras y Trabajadores de la Educación Costarricense 
(SEC) participó en un conversatorio sobre la reforma de Fondos 
Generacionales del ROP, organizado por la Asamblea de Trabajadores y 

Trabajadoras del Banco Popular y de Desarrollo Comunal (ATTBPDC). Durante 
el evento, expertos en pensiones y finanzas expusieron preocupaciones sobre 
la falta de estudios técnicos y legales que respalden esta medida, así como 
sobre la rapidez con la que se pretende aprobar sin un análisis transparente e 
inclusivo. 
 
El SEC alerta sobre los riesgos de esta reforma, señalando que el CONASSIF 
y la SUPEN podrían estar extralimitando sus funciones al imponer restricciones 
sin la debida consulta a los trabajadores. También denuncia la falta de 
información clara y la posible existencia de intereses ocultos que pondrían en 
peligro los ahorros y el futuro financiero de miles de cotizantes. Se exige la 
suspensión inmediata de la reforma hasta que se realicen estudios rigurosos 
que garanticen su viabilidad y seguridad.
 
Como medida de protección, el SEC demanda un análisis participativo que 
incluya a todas las partes afectadas, además de una revisión y rediseño de la 
reforma con criterios de inversión responsable y sostenible. Asimismo, insta a 
fortalecer el sistema de pensiones sin comprometer la estabilidad financiera de 
los trabajadores. Finalmente, hace un llamado a la unidad en defensa de los 
derechos de la clase trabajadora y la transparencia en la toma de decisiones.
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El foro contó con la asistencia de diversos sectores 
sociales y productivos de Costa Rica, incluyendo 
sindicatos del Magisterio, CCSS, solidaristas, 
representantes del sector cooperativo, colegios 
profesionales, artesanos y dirigentes comunales, 
entre otros.
 
La Asamblea de Trabajadores y Trabajadoras del 
Banco Popular y de Desarrollo Comunal (ATTBPDC) 
reafirma su compromiso con la defensa de los derechos 
e intereses de los trabajadores costarricenses y 
expresa su firme oposición a la pronta implementación 
de la reforma del Régimen Obligatorio de Pensiones 
(ROP), conocida como Fondos Generacionales.
 
 
Durante la reciente actividad organizada por la 
Asamblea, titulada “¿Qué deben saber las personas 
trabajadoras sobre esta metodología de gestión 
de inversiones para el ROP?”, líderes de diversos 
sectores, expertos en la materia y representantes 
de la sociedad civil expusieron sus preocupaciones 
sobre las implicaciones de esta reforma, dejando los 
siguientes cuestionamientos:
 
 
Posibles irregularidades legales:
 
Existen dudas sobre si el CONASSIF y la SUPEN 
están extralimitando sus funciones al imponer 
restricciones a las libertades y derechos de terceros 
mediante un reglamento. Esto abre la posibilidad 
de que los Fondos Generacionales sean ilegales. 
 
Ausencia de estudios técnicos y legales:
 
El CONASSIF ha admitido que no dispone de 
estudios técnicos ni legales que respalden esta 
metodología. A pesar de ello, ha decidido avanzar 
con su implementación, generando incertidumbre y 
riesgos para los trabajadores.
 
Falta de transparencia y legitimidad social: 
Las personas trabajadoras y sus organizaciones no 
han recibido información clara y completa sobre los 

riesgos y posibles consecuencias de esta reforma.
 
 
¿Quién se beneficia realmente? 
Es crucial responder a la pregunta: ¿Quién gana 
y quién pierde con esta reforma? La preocupación 
radica en que se pretende implementar sin abrir el 
espacio para el debate de las dudas razonables 
expresadas, lo que genera sospechas sobre los 
verdaderos intereses detrás de esta decisión.
 
 
Expositores en la jornada: 
En la jornada participaron como expositores:
 
 
Roger Porras Rojas, gerente 
general de Popular Pensiones. 
Juan Antonio Vargas Guillén, representante 
de la ATTBPDC ante el CONASSIF. 
Alejandro Solórzano Mena, 
experto en temas de pensiones. 
Melizando Quirós Araya, consultor financiero. 
Vivian Rodríguez Araya, presidenta de la 
Asamblea de Trabajadores y Trabajadoras. 
Propuestas y llamado al CONASSIF: 
Con base en lo expuesto, el Directorio Nacional de la 
ATTBPDC plantea las siguientes acciones y solicita 
al CONASSIF:
 
Suspender la aplicación de los Fondos 
Generacionales debido a sus posibles 
impactos macroeconómicos y la afectación que 
podrían generar en las personas trabajadoras. 
Formalizar los estudios técnicos, financieros y legales 
exhaustivos que aborden las dudas y riesgos que 
presenta esta reforma de fondos generacionales. 
Socializar bajo un análisis profundo y transparente 
antes de implementar reformas que afecten el 
futuro financiero de miles de costarricenses. 
Revisar y rediseñar la reforma, fomentando 
políticas de inversión pública que 
beneficien la activación económica del país. 
Ajustar las competencias y definir una política de 
inversión racionalizada, fortaleciendo la base técnica 

Seguridad, cultura y educación 
pública esenciales para el 

desarrollo humano 
Vivian Rodríguez Araya 
Activista social y sindical 

Presidenta de la Asamblea de Trabajadores y Trabajadoras 
del Banco Popular y de Desarrollo Comunal
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Nogui 
Acosta está 
provocando 

una 
catastrofe 
educativa 

Durante la tramitación del Presupuesto Nacional 2025 en noviembre de 2024, la Comisión de 
Asuntos Hacendarios aprobó 8 mociones que trasladaron 38.070,9 millones de colones de partidas 
destinadas al servicio de la deuda y otras sin asignación específica, redirigiéndolos a necesidades 
educativas. Estos fondos, aprobados en la Ley del Presupuesto 2025 (#10620), se 
distribuyeron en becas, comedores escolares, transporte estudiantil, Juntas de 
Educación, colegios científicos, Universidad Técnica Nacional y Fondo Especial 
para la Educación Superior (FEES).
 
Sin embargo, el ministro de Hacienda, Nogui Acosta, ordenó la no ejecución 
de estos fondos mediante los oficios MH-DM-OF-1740-2024 y MH-DM-OF-0001-2025, 
argumentando que su uso podría comprometer el pago de intereses de la deuda pública debido a 
la incertidumbre económica. Afirmó que no era prudente comprometer estos recursos ante posibles 
riesgos financieros derivados de factores como la inflación, el tipo de cambio y las tasas de interés.
 
Esta es una decisión sin sustento técnico ni jurídico, un acto de venganza contra 
universidades y legisladores que defendieron el financiamiento de la educación. 
¡Pero además, es ilegal! ya que desacata la ley aprobada por la Asamblea Legislativa, en la cual 
estos fondos no provienen de la reserva de deuda, sino de una partida sin destino específico, lo que 
refuta el argumento de riesgo financiero de Acosta. 

Para el SEC mantener estos fondos congelados mientras hay necesidades 
críticas en educación, seguridad y salud es injustificable, como lo ha reiterado la Sala 
Constitucional en múltiples sentencias desde 2012. El artículo 78 de la Constitución establece que el 
Gobierno debe asignar al menos el 8% del PIB a la educación, pero con la retención de estos fondos, 
el porcentaje se reduce al 4.95%, por debajo del 5.01% que se había logrado con las mociones 
aprobadas.
 
Más allá de los aspectos legales, la decisión de Hacienda tiene graves consecuencias 
sociales, respecto a becas, comedores escolares, transporte estudiantil y Juntas de Educación, 
significando también la expulsión del sistema a miles de estudiantes de bajos 
recursos, poniendo en riesgo su futuro y favoreciendo la exclusión social. 

Lo que Nogui Acosta está provocando es una catástrofe educativa, donde las víctimas 
serán miles de niños, niñas y adolescentes pertenecientes a las familias más pobres de nuestro país, 
quienes al ser expulsados del sistema educativo quedarán a merced del narcotráfico y el crimen 
organizado.
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JUPEMA señala que proyecto de Ley 24.786 
contiene vicios de inconstitucionalidad

La Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional manifestó su total oposición 
al proyecto de Ley 24.786 “Luchando por la Justicia del Sistema de Pensiones del Sector 
Público”, presentado el miércoles 22 de enero de 2025 por el Ejecutivo a la corriente legislativa. 
 
En el Régimen Transitorio de Reparto (RTR), todas las pensiones están ajustadas a derecho. Es el 
primer régimen, en más de tres décadas, en imponer cotizaciones a las personas pensionadas que 
oscilan entre el 12% y el 16%. De igual manera, se les aplican contribuciones solidarias que van desde 
el 25% hasta el 75%. Incluso en el año 2020, con la aprobación de la Ley 9796, se establecieron 
modificaciones a las cotizaciones aún más severas, manifestó Sonia Hernández, presidenta de la Junta 
Directiva de JUPEMA.
 
En el RTR, las personas trabajadoras de la educación han cotizado durante toda su vida laboral con 
aportes sustancialmente superiores. Lamentablemente, el Estado nunca conformó el respectivo fondo 
de pensiones y, por ello, se deben cargar al presupuesto nacional.
 
El proyecto de ley propuesto nos genera una gran oposición, especialmente en cuanto al respeto a los 
derechos adquiridos de las personas pensionadas. La reducción en los montos de las pensiones es 
una violación clara a sus derechos, como lo han referido ampliamente los tribunales en sus argumentos. 
Además, la falta de integridad en los datos históricos adecuados para fundamentar el estudio actuarial 
es otro aspecto crítico. Sin información precisa y completa, es difícil justificar las decisiones que se están 
tomando, afectando negativamente a las personas pensionadas, enfatizó Hernández.
 
Por otra parte, este proyecto desconoce el voto 846-92 de la Sala Constitucional, que habla de la 
pluralidad de regímenes. Bajo estos esquemas de homologación, se trata a los desiguales como iguales.
 
Por ello, al pretenderse limitar a un solo tope todos los regímenes de pensiones, se persigue el objetivo 
de unificar los regímenes de pensiones, como lo ha manifestado la SUPEN, violentando de igual manera 
los derechos adquiridos de las personas pensionadas.
 
JUPEMA, en defensa de su afiliación y de los derechos adquiridos producto de grandes luchas sociales, 
no permitirá un atropello y violación de los derechos de quienes han contribuido al país y merecen una 
jubilación justa, digna y oportuna.
 
Sin duda alguna, somos conscientes, apuntó Sonia Hernández, de que el país requiere un análisis 
integral del sistema de pensiones. No obstante, es necesario que las propuestas que se presenten para 
discusión nacional estén fundamentadas en estudios técnicos realizados con la información consistente 
requerida, porque es inadmisible que se presenten propuestas como un distractor político en un año 
preelectoral.
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